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Libertad de circulación en la Comunidad Andina, 

CARICOM, SICA y Alianza del Pacífico1 

Andrea Mensa González2 

 

Resumen 

El artículo examina comparativamente la libertad de circulación de personas en la 

Comunidad Andina, CARICOM, el SICA y la Alianza del Pacífico, mostrando que la 

movilidad humana sigue siendo un ámbito limitado y desigual dentro de los 

procesos de integración latinoamericanos. Mientras la Comunidad Andina presenta 

el marco normativo más avanzado, con un enfoque progresivo de derechos, 

CARICOM y el SICA mantienen esquemas selectivos y fragmentarios, y la Alianza del 

Pacífico prioriza la liberalización comercial por sobre la integración de personas. El 

trabajo concluye que la falta de liderazgo político, la debilidad institucional y la 

resistencia a ceder soberanía explican la escasa consolidación de un verdadero 

derecho regional a la libre circulación. 

 

Palabras clave: Procesos de integración regional en Latinoamérica – Libre circulación 

de personas – Libre residencia – Libre circulación de trabajadores – Límites a la libre 

circulación de personas 

 

Title: FREEDOM OF MOVEMENT IN THE ANDEAN COMMUNITY, CARICOM, SICA AND THE PACIFIC 

ALLIANCE 

 

Abstract 

The article comparatively examines the freedom of movement of people in the 

Andean Community, CARICOM, SICA, and the Pacific Alliance, showing that human 

mobility remains a limited and unequal area within Latin American integration 

processes. While the Andean Community presents the most advanced regulatory 

framework, with a progressive rights approach, CARICOM and SICA maintain 

selective and fragmented schemes, and the Pacific Alliance prioritizes trade 

 
1 Este trabajo se realiza dentro del Proyecto de Investigación Nacional (España) Los derechos 
fundamentales en las integraciones. Estudio constitucional comparado, con financiación obtenida en 
el marco de los Proyectos de “Generación de Conocimiento”, convocatoria 2021, 2022 y 2023. 
Referencia: PID2023-147570NB-I00, financiado por MICIU/AEI/10.13039/501100011033 y por 
FEDER, UE. Investigadores principales: José Luis García Guerrero y María Luz Martínez Alarcón. 
2 Profesora de Derecho de la Integración Regional y de Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires. Investigadora del Centro de 
Estudios “Integración Regional & Derechos Humanos” de la Facultad de Derecho de la Universidad 
de Buenos Aires. 
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liberalization over the integration of people. The study concludes that the lack of 

political leadership, institutional weakness, and resistance to ceding sovereignty 

explain the limited consolidation of a true regional right to free movement. 

 

Keywords: Regional integration processes in Latin America – Free movement of people 

–Freedom of residence – Free movement of workers – Limits to the free movement of 

people 

 

Sumario: I. Introducción. II. Libertad de Circulación de Personas en la 

Comunidad Andina. III. Libertad de Circulación de Personas en CARICOM. 

IV. Libertad de Circulación de Personas en SICA. V. Libertad de 

Circulación de Personas en la Alianza del Pacífico. VI. Conclusiones. VII. 

Bibliografía. 

 

I. Introducción 

Sudame rica se encuentra cada vez ma s interconectada, presenta marcadas 

diversidades y atraviesa un proceso de fuertes cambios. Desde los an os sesenta, por 

de cadas se ha venido planteando la necesidad de desarrollar un proceso de 

integracio n de los Estados y pueblos latinoamericanos capaz de seguir con el legado 

de Bolí var y San Martí n destacando la historia comu n al momento de la 

independencia. 

Derivado de ellos, dentro del propio espacio sudamericano podemos 

encontrar diferencias, entre las vertientes andina y atla ntica, o entre la del Norte, 

que tiende a insertarse en el Caribe y esta  ma s vinculada econo micamente a Estados 

Unidos, y la del Sur, con una mayor tradicio n de asociacio n con Europa. 

 Las evoluciones de los procesos de integracio n subregionales en Ame rica 

Latina difieren sustancialmente de la experiencia europea, aunque comenzaron a 

desarrollarse casi contempora neamente, despue s de la segunda guerra mundial. Los 

procesos de integracio n econo mica se han reactivado o creado sin un compromiso 

polí tico fuerte y sostenido y con un inadecuado esquema jurí dico, sobre todo desde 

el punto de vista institucional.  

La integracio n latinoamericana se encuentra fraccionada en varios esquemas 

integracionistas, con diversos grados de profundizacio n y con variantes en torno a 

la forma de realizar ese propo sito. 
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La integracio n latinoamericana en su concepcio n moderna se inicia con el 

Tratado de Montevideo de 1960, por el que se constituyo  la Asociacio n 

Latinoamericana de Libre Comercio, firmada el 18 de febrero por Argentina, Bolivia, 

Brasil, Colombia, Chile, Ecuador, Me xico, Paraguay, Peru , Uruguay y Venezuela, el 

objetivo era crear una zona de libre comercio que deberí a estar funcionando en un 

plazo de 12 an os. Por el Protocolo de Caracas de 1969 dicho plazo fue modificado a 

diez an os, es decir 31 de diciembre de 1980. 

Desde entonces, el proceso experimentado importantes reformas; ha venido 

moderniza ndose, flexibiliza ndose, adapta ndose a las necesidades nacionales y 

subregionales, pero aleja ndose de la real construccio n de un esquema de integracio n 

al nivel latinoamericano a punto tal que es indispensable redisen ar la estrategia de 

integracio n o asumir la clara consecuencia de que no sera  viable la construccio n del 

bloque latinoamericano. 

Ahora bien, ¿cua les serí an los principales resultados esperados con la 

integracio n? Creemos que la integracio n latinoamericana debe entenderse como 

una integracio n cuyos objetivos fundamentales sean la paz, el desarrollo econo mico, 

la potenciacio n geopolí tica de Latinoame rica y la realizacio n plena del Estado Social 

de Derecho; una integracio n que debe realizarse entre los Estados y entre los 

pueblos de Ame rica Latina; una integracio n que debe realizarse con el modelo 

comunitario europeo adaptado a las realidades latinoamericanas. 

La integracio n, econo micamente, puede ser una zona de libre comercio (libre 

circulacio n de bienes y servicios), o una unio n aduanera (libre circulacio n de bienes 

y servicios y arancel externo comu n), o una comunidad econo mica (libre circulacio n 

de bienes y servicios, arancel externo comu n y libre circulacio n de trabajadores y 

capitales como factores de produccio n del mercado comu n creado) o una unio n 

econo mica (libre circulacio n de bienes y servicios, arancel externo comu n, libre 

circulacio n de trabajadores y capitales e implementacio n de polí ticas comunes y 

armonizacio n de polí ticas macroecono micas) (SCHEMBRI CARRASQUILLA: 1995, p. 93).  

Este punto de vista meramente econo mico responde a la concepcio n cla sica 

de la “integracio n”, relacionada con las uniones aduaneras, los acuerdos comerciales, 

las exenciones arancelarias y la creacio n de a reas de libre comercio. Ahora bien, el 

rasgo distintivo de los procesos de integracio n latinoamericanos es la diversificacio n 
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desde un principio de estos espacios regionales, entendie ndolos como procesos no 

solo econo micos sino fundamentalmente polí ticos, sociales y culturales, es decir 

multidimensional. 

En Latinoame rica los procesos de integracio n reconocen como comu n 

denominador la necesidad de aunar fuerzas en un escenario mundial cada vez ma s 

globalizado, y por otro lado la confluencia de una historia compartida y fuerte 

raigambre cultural comu n, en definitiva, la integracio n estuvo desde los orí genes de 

las independencias de los estados latinoamericanos. 

Veamos sucintamente el nacimiento, membresí a y objetivos de cada uno de 

los procesos de integracio n objeto del presente artí culo para poder entender la 

comprensio n de la libertad de circulacio n en cada una de estas integraciones 

regionales. 

La Comunidad Andina de Naciones (CAN) cuenta con profundas raí ces 

histo ricas que se remontan a la fundacio n de las repu blicas andinas y responde a un 

cierto ideario bolivariano de unificacio n de sus Estados miembros, todos ellos 

libertados por Simo n Bolí var. Fue creada mediante el Acuerdo de Cartagena en el 

an o 1969 y fue conocida hasta el 1996 como Pacto Andino o Grupo Andino.  Sus 

miembros fueron Bolivia, Colombia, Chile, Ecuador y Peru . Posteriormente, en el an o 

1976, Pinochet retira a Chile3 aduciendo incompatibilidades econo micas, quedando 

conformada por los paí ses que hoy conocemos. Su objetivo fue crear un espacio de 

desarrollo integral, equilibrado y auto nomo de los paí ses y los pueblos andinos. El 

esquema institucional de la CAN se caracteriza por su amplitud y confusio n. No solo 

cuenta con o rganos regidos por el derecho internacional, sino por otros que vienen 

indudablemente regidos por el derecho comunitario andino, aspirando a seguir el 

modelo europeo.  

CARICOM, por su lado, es una organizacio n regional compuesta por quince 

paí ses miembros y cinco miembros asociados en el Caribe. Fue establecida el 4 de 

julio de 1973, con la firma del Tratado de Chaguaramas. Sus paí ses miembros son: 

Antigua y Barbuda, Bahamas, Barbados, Belice, Dominica, Granada, Guyana, Haití , 

Jamaica; Montserrat, Santa Lucí a, San Cristo bal y Nieves, San Vicente y las 

 
3 Chile fue posteriormente admitido como miembro observador en 2004 y como miembro asociado 
el 21 de septiembre de 2006. 
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Granadinas, Surinam y Trinidad y Tobago. Los miembros asociados son Anguila, 

Bermuda, Islas Caima n, Islas Turcas y Caicos y las Islas Ví rgenes Brita nicas. Su 

objetivo principal es promover la cooperacio n econo mica y el desarrollo sostenible 

en la regio n cariben a. 

CARICOM se basa en cuatro pilares fundamentales: el mercado y la economí a, 

la cooperacio n en materia de polí ticas exteriores, la cooperacio n en materia de 

seguridad y el desarrollo humano y social, buscando promover el comercio 

intrarregional, fomentar la integracio n econo mica y fortalecer a reas como la salud, 

la educacio n, el turismo, la energí a y el transporte. 

En el an o 1991 se crea el Sistema de la Integracio n Centroamericana (SICA), 

mediante la firma del Protocolo de Tegucigalpa, que entro  en funcionamiento 

formalmente el 1 de febrero de 1993. Este nuevo espacio de integracio n deriva de la 

Organizacio n de Estados Centroamericanos (ODECA) y establece un nuevo marco 

institucional para integrar a los paí ses de Centroame rica. Sus paí ses miembros son 

Belice, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua, Panama  y la 

Repu blica Dominicana. Adema s de Me xico, Chile, Brasil, Argentina, Peru , Colombia, 

Ecuador, Uruguay, Paraguay y Espan a como paí ses observadores. Se ha convertido 

en un espacio regional cuyos objetivos consisten en promover la integracio n 

econo mica, social, cultural y polí tica de los paí ses de Centroame rica. Su eje de accio n 

consiste en promover el desarrollo sostenible y reducir la pobreza en la regio n, 

promoviendo la cooperacio n en temas comerciales, energe ticos, de infraestructura, 

de seguridad, migratorios, sociales, ambientales. 

La Alianza del Pací fico es una reciente y atractiva iniciativa de integracio n 

regional compuesta, en el an o 2011, por Chile, Colombia, Me xico y Peru , con el 

objetivo de promover la libre circulacio n de bienes, servicios, capitales y personas, 

así  como fomentar la cooperacio n entre los paí ses miembros. Tambie n pretende 

fortalecer los lazos econo micos y comerciales con otras regiones del mundo, 

especialmente con Asia Pací fico.  

Los cuatro paí ses que la conforman cuentan con economí as emergentes y una 

ubicacio n estrate gica que los posiciona como una puerta de entrada al continente 

americano. Adema s, tienen en comu n la visio n de apertura al libre comercio y la 

necesidad de diversificar sus relaciones econo micas. Entre los principales logros de 
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la Alianza del Pací fico se encuentra la eliminacio n progresiva de los aranceles en el 

comercio de bienes, así  como la implementacio n de medidas para facilitar el 

intercambio de servicios y la movilidad de personas. Tambie n se han establecido 

mecanismos de cooperacio n en a reas como la educacio n, la innovacio n, el 

emprendimiento y la proteccio n del medio ambiente. Adema s, ha impulsado la 

negociacio n de acuerdos comerciales con terceros paí ses, ha promovido la 

integracio n financiera y la captacio n de inversio n extranjera. La Alianza del Pací fico 

ha sido reconocida internacionalmente como un modelo exitoso de integracio n 

regional y ha generado intere s entre otros paí ses y bloques econo micos en relacio n 

con la concertacio n de concretos acuerdos de cooperacio n y asociacio n.  

Las personas se desplazan por razones que no necesariamente, aunque sí  en 

muchas ocasiones, tienen que ver con objetivos o pretensiones de naturaleza 

econo mica (crisis econo micas, falta de empleo, pero tambie n inestabilidad polí tica, 

violencia y falta de seguridad, guerras, crisis ambientales, el deseo de reunirse con 

familiares, el deseo de conseguir una mejor educacio n..). Sin embargo, de momento, 

la dimensio n econo mica es la dimensio n preponderante en los procesos de 

integracio n latinoamericanos y ello impacta claramente en la comprensio n de la 

libre circulacio n de personas. Es decir, los condicionantes econo micos son 

relevantes tanto para los paí ses de origen de las personas que deciden 

desplazarse/circular por el territorio de la integracio n como para los paí ses 

receptores o de acogida de las mismas. Y esta dimensio n econo mica ha llevado a 

limitar el ejercicio de esta libertad, incluyendo restricciones al desplazamiento y la 

residencia en todas estas integraciones regionales. 

 

II. Libertad de circulación de personas en la Comunidad Andina 

La Comunidad Andina (CAN) se caracteriza por ser una región altamente 

urbanizada, ya que el 79 % de su población vive en ciudades, con una tasa de 

crecimiento poblacional del 14,6%, que, junto con factores económicos, sociales y 

políticos, impactan en la movilidad de las personas. Desde sus orígenes, esta 

integración regional ha tenido presente la problemática de la libre circulación de 
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personas en su normativa (en diversas declaraciones, directrices y mandatos 

resultantes de las reuniones anuales del Consejo Presidencial Andino4).  

En la CAN, como en los demás procesos de integración, los desplazamientos 

de los nacionales de los Estados parte de la integración por su territorio ha sido muy 

relevante debido a múltiples factores económicos, sociales, políticos y ambientales 

en los cuatro países, en los últimos años. Vamos a diferenciar, a continuación, entre 

el ejercicio de la libertad de circulación de los nacionales de sus Estados parte por 

el territorio de la integración debida a circunstancias de índole laboral y su libertad 

de circulación, también por dicho territorio, debida a otro tipo de circunstancias. 

En relación con el ejercicio de esta libertad con pretensiones de ejercer una 

actividad económica laboral podemos mencionar que, ya en 1998, en el Acta de 

Guayaquil, se mandató al Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores 

concretar avances para facilitar la circulación de personas entre los países 

miembros creando entre otras medidas, el Grupo de Expertos de Alto Nivel 

integrado por autoridades nacionales migratorias, laborales, de seguridad y de 

integración para abordar dicho tema.  

 Estas medidas fueron complementadas con la celebración de una Reunión 

de Ministros de Trabajo del área subregional del 22 de mayo del año 1999 que 

evaluó el estado del proceso de integración en este asunto, especialmente en el área 

de la Seguridad Social y dio comienzo al proceso tendente a otorgar el 

reconocimiento de títulos de educación superior a nivel andino, con el fin de facilitar 

la prestación de servicios profesionales en la región, es decir promover y facilitar la 

movilidad de personas trabajadoras como factor de producción económica. 

En la actualidad, la principal normativa que rige la movilidad de personas, 

solo contempla lo relativo a los ciudadanos andinos, y lo hace en el Instrumento 

Andino de Migración Laboral, aprobado por Decisión 545 en el año 2003. 

 
4 El Sistema Andino de Integración es el conjunto de órganos e instituciones de la Comunidad Andina 
que tiene como finalidad profundizar la integración subregional andina y promover su proyección 
externa. Organizaciones de dirección y coordinación: Consejo Presidencial Andino, Consejo Andino 
de Ministros de Relaciones Exteriores, Comisión de la Comunidad Andina. Organizaciones e 
instituciones comunitarias: Secretaría General de la Comunidad Andina, Tribunal de Justicia de la 
Comunidad Andina, Parlamento Andino, Fondo Latinoamericano de Reservas, Organismo Andino de 
Salud - Convenio Hipólito Unanue, Universidad Andina Simón Bolívar y Convenio Simón Rodríguez. 
Además, cuenta con Instancias de participación como el Consejo Consultivo Empresarial Andino, 
Consejo Consultivo Laboral Andino, Consejo Consultivo de Pueblos Indígenas y el Consejo Consultivo 
Andino de Autoridades Municipales. 
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Este Instrumento prevé una serie de normas que permiten, de manera 

progresiva y gradual, la libre circulación y permanencia de los nacionales andinos 

en la subregión con fines laborales bajo relación de dependencia en su artículo 1°; 

es decir, además de la libre circulación, contempla la posibilidad de permanencia en 

el territorio de los Estados parte del que no sean nacionales y se regulan, asimismo, 

medidas para facilitar la integración sociolaboral de aquellas personas, nacionales 

andinas, que deseen establecerse es decir, fijar su residencia, en algún país de la 

comunidad (medidas solo alcanzan a aquellas personas que trabajan bajo una 

relación de dependencia, limitando así claramente su objetivo de integración). En 

relación con los nacionales de los Estados parte de esta organización, el Instrumento 

reconoce “el principio de igualdad de trato y de oportunidades a todos los 

trabajadores migrantes andinos en el espacio comunitario”, protegiéndoles de 

cualquier tipo de discriminación por razones de nacionalidad, raza, sexo, credo, 

condición social u orientación sexual.  

Una de las disposiciones más destacables en este instrumento es la recogida 

en su artículo 21º, cuando señala que aquellos Estados que introduzcan, en sus 

legislaciones nacionales, cuotas para la contratación de trabajadores extranjeros 

por empresa, regiones o actividad específica, tanto en lo que respecta a la cantidad 

de los trabajadores como a su salario, deberán considerar a los trabajadores 

migrantes andinos como nacionales. Agrega que el trabajador migrante andino 

tendrá derecho a la sindicalización y negociación colectiva “de conformidad con la 

legislación nacional vigente en la materia y los Convenios Internacionales del 

Trabajo ratificados en el país de Inmigración”, así como la libertad de realizar 

transferencias y pago de prestaciones sociales. Cabe aclarar que el migrante andino 

solo puede ser un nacional de un Estado parte de la organización. 

El 12 de mayo del año 2021, los países andinos han aprobado el Estatuto 

Migratorio Andino por Decisión N° 878, en el marco de la XXVI Reunión Ordinaria 

del Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores de la Comunidad Andina 

(CONSEJO ANDINO DE MINISTROS DE RELACIONES EXTERIORES: 2021), por el cual refuerzan 

la idea de que la libre circulación y establecimiento de personas constituye un 

objetivo central en el fortalecimiento del espacio comunitario andino y uno de los 
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elementos visibles que coadyuvan a reforzar el sentido de pertenencia del 

ciudadano comunitario con el proceso integrador. 

En su artículo 2 establece que esta Decisión se aplica a los ciudadanos 

andinos y residentes permanentes extracomunitarios en sus movimientos 

migratorios hacia otro País Miembro distinto al de su nacionalidad o domicilio 

habitual y en el 3 que la misma tiene como objetivo regular el derecho comunitario 

andino en materia de circulación y residencia de los ciudadanos andinos y sus 

familiares, así como de los residentes permanentes extracomunitarios. 

La Decisión contiene en su artículo 4 el Derecho a la no discriminación, 

reconociendo el principio de igualdad de trato y de oportunidades a todos los 

ciudadanos andinos dentro del espacio comunitario. En ningún caso los ciudadanos 

andinos serán sujetos de discriminación por razones de nacionalidad, raza, sexo, 

credo, condición social o de cualquier otra índole. 

Es importante lo contenido en el artículo 5 en cuanto a la prohibición de la 

criminalización al decir que los Países Miembros reconocen que ninguna persona 

será sujeta a sanciones penales debido a su condición migratoria, toda falta 

migratoria tendrá carácter administrativo. 

Además, tiene disposiciones relacionadas con la reunificación familiar, el 

derecho a la educación y los derechos a sufragio, entre otras consideraciones, 

insertando las nuevas tendencias del Derecho migratorio, impulsadas por la 

Declaración de Nueva York de 20165 tales como los compromisos relacionados con 

la protección de los derechos humanos de todos los refugiados y migrantes, 

independientemente de su condición, prestar apoyo a los países que rescaten, 

reciban y acojan a un gran número de refugiados y migrantes, trabajar para poner 

fin a la práctica de detener a los niños a los efectos de determinar su estatus 

migratorio, condenar enérgicamente la xenofobia contra los refugiados y los 

migrantes, y respaldar una campaña mundial para combatirla, reforzar la 

contribución positiva de los migrantes al desarrollo económico y social de los países 

 
5 La Declaración de Nueva York para los Refugiados y los Migrantes expresa la voluntad política de 
los dirigentes mundiales de salvar vidas, proteger derechos y compartir la responsabilidad a escala 
mundial. En la Cumbre de las Naciones Unidas que se celebró el 19 de septiembre, los dirigentes 
mundiales manifestaron la forma en que cada país cumplirá estos compromisos, lo cual beneficiará 
a los refugiados, los migrantes, las personas que les ayudan y los países y las comunidades de acogida. 
 

https://refugeesmigrants.un.org/es/summit-refugees-and-migrants
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de acogida, entre otros y el Pacto Global para una Migración Segura, Ordenada y 

Regular de 20186.   

Todo ello es recogido en la Decisión N°878, legislación, de carácter 

supranacional y de obligatorio cumplimiento, guía los principios que regular la libre 

circulación de los ciudadanos andinos, sus familiares, así como de los residentes 

permanentes extracomunitarios y determina los criterios y definiciones sobre la 

Residencia Temporal Andina y la Residencia Permanente Andina, estableciendo los 

requisitos para cada una de estas calidades migratorias (HERNÁNDEZ GONZÁLEZ: 2021, 

p. 2).  

De acuerdo con lo establecido en este Estatuto, los ciudadanos andinos que 

deseen residir en un país miembro distinto al de su nacionalidad podrán obtener 

una Residencia Temporal Andina de hasta de 2 años, de conformidad con lo 

dispuesto en la presente decisión. Pasados dos años podrán obtener la Residencia 

Permanente Andina, que deberá ser tramitada dentro de los noventa días anteriores 

al vencimiento de la Residencia Temporal Andina.  

El mencionado estatuto ofrece como beneficio la residencia temporal y 

permanente en la región. En primer lugar, permite a los ciudadanos migrantes 

permanecer hasta dos años en el territorio de un país miembro distinto al de su 

nacionalidad, gestionado el permiso en la sede consular del país de origen. Por otro 

lado, garantiza la entrada, salida y circulación de migrantes sin tiempo definido, 

 
6 El Pacto Mundial para una Migración Segura, Ordenada y Regular (A/RES/73/195), es el primer 
acuerdo intergubernamental, elaborado bajo los auspicios de las Naciones Unidas, que abarca todas 
las dimensiones de la migración internacional de forma holística y completa. Se adoptó en 
una conferencia intergubernamental sobre migración en Marrakech, Marruecos, el 10 de diciembre 
de 2018. El ACNUDH ha acogido el Pacto Mundial como un marco importante para 
mejorar gobernanza migratoria que pone a los migrantes y sus derechos humanos en el centro y que 
ofrece una importante oportunidad para reforzar la protección de los derechos humanos de todos 
los migrantes, independientemente de su estatus. 
El Pacto Mundial se basa en la legislación internacional sobre derechos humanos y reafirma el 
compromiso de los Estados de respetar, proteger y hacer realidad todos los derechos humanos de 
todos los migrantes. El Pacto Mundial se basa en Declaración Universal de los Derechos Humanos y 
cada uno de los nueve instrumentos básicos del derecho internacional de los derechos humanos, y 
contiene un principio rector sobre los derechos humanos: "El Pacto Mundial se basa en la legislación 
internacional sobre derechos humanos y defiende los principios de no regresión y no discriminación. Al 
aplicar el Pacto Mundial, garantizamos el respeto efectivo, la protección y el cumplimiento de los 
derechos humanos de todos los migrantes, independientemente de su situación migratoria, en todas las 
etapas del ciclo migratorio. También reafirmamos el compromiso de eliminar todas las formas de 
discriminación, incluidos el racismo, la xenofobia y la intolerancia, contra los migrantes y sus familias" 

https://undocs.org/es/A/RES/73/195
https://www.un.org/es/conf/migration/
https://www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/Issues/Migration/MigrationHR_improvingHR_Report.pdf
https://www.ohchr.org/es/universal-declaration-of-human-rights
https://www.ohchr.org/es/core-international-human-rights-instruments-and-their-monitoring-bodies
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además de permitir actividades laborales y académicas. La misma situación jurídica 

tienen los ciudadanos con residencia permanente extracomunitarios 

Por otra parte, los países miembros han implementado el uso de la Tarjeta 

Andina de Migración (TAM) en formato electrónico o virtual con la finalidad de 

facilitar y simplificar el control del movimiento de personas que ingresan y salen del 

territorio andino. La implementación del uso electrónico o virtual de la TAM es un 

logro de gran importancia del proceso de integración que beneficia directamente al 

ciudadano andino.  

La Tarjeta Andina de Migración ha constituido un documento esencial para 

quienes desean viajar por turismo o por cualquier motivo, por la región andina, 

facilitando el movimiento y el control migratorio entre los países miembros, sin 

necesidad de visado. 

Por otra parte, no podemos dejar de mencionar la presencia de conflictos 

armados internos dentro de los Estados parte (en Colombia desde hace años, en 

Perú en la década de los ochenta e inicios de los noventa y, más recientemente, en 

Ecuador). Ni los desastres naturales en la región, fenómenos meteorológicos como 

el del niño o luego el de la niña. Ambos han generado un gran número de 

desplazados debidos a estos conflictos y a las razones ambientales o ecológicos 

especialmente en Ecuador, Perú y Bolivia. Y estas son causas a las que se deben, en 

gran medida, los altos índices de movilidad en la región.  

Pues bien, en atención a este segundo tipo de movilidad, distinta de la 

propiamente económico-laboral, la CAN centra su trabajo en brindar la máxima 

protección y asistencia a los ciudadanos andinos en los territorios de terceros 

países, para lo que se cuenta con el Mecanismo Andino de Cooperación en materia 

de Asistencia y Protección Consular y Asuntos Migratorios por Decisión N° 548 

(CONSEJO ANDINO DE MINISTROS DE RELACIONES EXTERIORES, 2003), reglamentada por la 

Resolución N°1546 (SECRETARI A GENERAL DE LA COMUNIDAD ANDINA, 2013), que busca 

proteger a los nacionales andinos que se encuentran en territorio de terceros 

Estados.  

La Decisión 548, nacida de la “Decimoprimera Reunión del Consejo Andino 

de Ministros de Relaciones Exteriores de la Comunidad Andina”, en junio del año 

2003 disponen que resulta necesario procurar a todo nacional de los Países 
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Miembros la protección y asistencia en el lugar donde se encontrase, creando un 

mecanismo institucionalizado de cooperación en materia migratoria, que proteja los 

derechos de los migrantes y sus familias ante otros países y grupos de países, así 

como en los foros internacionales y regionales. 

El trabajo se complementa con la labor de los Centros Binacionales de 

Atención en Frontera, que están regulados por la Decisión N° 502 (CONSEJO ANDINO 

DE MINISTROS DE RELACIONES EXTERIORES, 2001a)7 y las Zonas de Integración 

Fronteriza, reguladas por la Decisión N° 501 (CONSEJO ANDINO DE MINISTROS DE 

RELACIONES EXTERIORES, 2001b)8 para atender a las personas nacionales de los 

Estados parte que llegan a las fronteras en búsqueda de un futuro mejor. También 

existe un mecanismo de coordinación y trabajo entre los países miembros llevado a 

cabo por el COMITÉ ANDINO DE AUTORIDADES DE MIGRACIÓN (1999) regulado por la 

Decisión N° 471 su objetivo es actualizar el Reglamento vigente de la Comisión en 

función de las modificaciones introducidas al Acuerdo de Cartagena por el Protocolo 

de Trujillo. 

Para concluir, podemos decir que en el mencionado los ciudadanos de los 

Estados que forman parte de la organización tiene un trato privilegiado en cuanto a 

la libre circulación de personas. Existen diferencias en el trato dependiendo si la 

persona procede de un Estado miembro de la CAN o de un tercer país, entonces, se 

estaría desarrollando un estatuto jurídico más favorable a la movilidad de los 

ciudadanos de los Estados parte. 

 

 

III. Libertad de circulación de personas en CARICOM 

 
7 Decisión Nº 502 de Comunidad Andina - vLex Comunidad Andina. Establece el régimen del Centro 
Binacional de Atención en Frontera (CEBAF): El conjunto de instalaciones que se localizan en una 
porción del territorio de un País Miembro o de dos Países Miembros colindantes, aledaño a un paso 
de frontera, que incluye las rutas de acceso, los recintos, equipos y mobiliario necesarios para la 
prestación del servicio de control integrado del flujo de personas, equipajes, mercancías y vehículos, 
y en donde se brindan servicios complementarios de facilitación y de atención al usuario. 
8 Decisión Nº 501 de Comunidad Andina - vLex Comunidad Andina. Se establece el régimen de las 
Zonas Fronterizas las que son los ámbitos territoriales fronterizos adyacentes de Países Miembros 
de la Comunidad Andina para los que se adoptarán políticas y ejecutarán planes, programas y 
proyectos para impulsar el desarrollo sostenible y la integración fronteriza de manera conjunta, 
compartida, coordinada y orientada a obtener beneficios mutuos, en correspondencia con las 
características de cada uno de ellos. 

https://andina.vlex.com/vid/decision-n-502-comunidad-1053510009
https://andina.vlex.com/vid/decision-n-501-comunidad-1053510026
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Este proceso no solo constituye una importante iniciativa como motor 

económico de la región, sino que es el más avanzado en cuanto al establecimiento 

de acuerdos tendentes a regular los aspectos laborales, jubilatorios y migratorios de 

las personas que transitan entre los Estados parte.  

Es un espacio caracterizado por una geografía insular, constituida por 

pequeños países en los que la movilidad urbana deviene una constante como 

consecuencia de los problemas estructurales de comunicación, transporte, falta de 

infraestructura, violencia y de desastres naturales que aumentan los niveles de 

pobreza, generan falta de empleo y por ende escaso desarrollo económico y social. 

Si bien existe un número significativo de migrantes económicos, ambientales 

y producto de la violencia en la región, CARICOM a elegido establecer políticas 

públicas con un enfoque específico en los migrantes, a fin de atender sus 

necesidades de educación, salud, trabajo, etc. en lugar de trabajar en pos de 

establecer un marco legislativo común específico que garantice la libre circulación 

de personas en el proceso.  

Los principales instrumentos jurídicos en la materia son el Acuerdo sobre 

Seguridad Social, firmado en el año 1996, y el Tratado de Chaguaramas del 2001 

(COMUNIDAD DEL CARIBE [CARICOM], 2001), que incluye algunos lineamientos 

laborales. Estos instrumentos garantizan derechos a los trabajadores migrantes 

regulares que residan o transiten dentro de algún estado miembro del proceso 

resulta limitada ya que no se toman en consideración los migrantes irregulares. 

A ellos se puede sumar la Declaración de la Sociedad Civil de la CARICOM 

(2015) que aborda, de manera general, el respeto a la dignidad humana y el ejercicio 

pleno de los derechos humanos, y la CARTA DE LA SOCIEDAD CIVIL (1997), el cual, 

complementando el instrumento anterior, refuerza el respeto a la persona y en su 

inciso “e” habla de la libertad de movimiento dentro de CARICOM.  

Concretamente dispone claramente que los habitantes de la comunidad 

caribeña se pueden desplazar sin ningún impedimento por parte de algún Estado 

miembro sin hacer mención de la necesaria igualdad de trato y oportunidades para 

poder acceder al mercado de trabajo, requisito indispensable cuando hablamos de 

libre circulación de personas. 
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En materia de libre circulación, CARICOM como se ha mencionado cuenta con 

el Tratado de Chaguaramas firmado en el año 2001, en vigor desde 2006. Todos los 

Estados miembros del CARICOM lo han ratificado, con la excepción de Bahamas que 

han aducido cuestiones de seguridad nacional. Por tanto, los países prestatarios que 

lo han hecho son Barbados, Belice, Guyana, Haití, Jamaica, Surinam, y Trinidad y 

Tobago. Sin embargo, Haití no aplica el marco de libre movilidad de trabajadores 

cualificados. 

En su artículo 45, de manera genérica, bajo el título de “Movimiento de 

nacionales de la Comunidad”, dispone que los Estados Miembros se comprometen a 

conseguir el objetivo de la libre circulación de sus nacionales en la Comunidad. 

Ahora bien, finalmente se ha optado por focalizar e incentivar la admisión de 

trabajadores cualificados incentivando la circulación de nacionales cualificados de 

los Estados miembro (así, personas con titulados universitarios, trabajadores de los 

medios de comunicación, deportistas, artistas y músicos, según el artículo 46 del 

Tratado mencionado).  

Hoy podemos decir que existen más de diez categorías de trabajadores 

cualificados a los ya enumerados entre los que se incluyen los enfermeros, 

profesores, artesanos y trabajadores del hogar con un certificado de aptitudes 

caribeño y los que tengan un diplomado universitario o certificado de formación 

profesional, que sea comparable a un diplomado, otorgado por alguna universidad 

o institución acreditada.  

Los ciudadanos “no cualificados” tienen derecho a circular, pero no se les 

garantiza el derecho de trabajo y, por ende, han de seguir las leyes migratorias 

internas de cada país.  

Como aspecto general a tener en especial consideración podemos destacar el 

importante avance conseguido en octubre del año 20259. Se trata de un acuerdo 

piloto permite desde octubre de 2025 que nacionales de cuatro países caribeños 

permanezcan y trabajen indefinidamente sin visados, con registro local, acceso a 

salud primaria y educación, y salvaguardas de seguridad. 

 
9 Barbados, Belice, Dominica y San Vicente y las Granadinas 
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Este acuerdo está descrito como parte del Protocolo de Cooperación 

Ampliada al Tratado Revisado de Chaguaramas y permite que grupos de al 

menos tres Estados miembros avancen de forma más rápida que el bloque completo. 

Este enfoque experimental preserva controles fronterizos y salvaguardas de 

seguridad, y busca probar la viabilidad práctica de una movilidad plena entre 

naciones vecinas. 

El acuerdo fue posible gracias a la existencia del Protocolo de marzo de 2022, 

que prevé la posibilidad de firmar nuevos acuerdos entre aquellos países de la 

integración regional que quieran profundizar su cooperación permitiendo, por 

consiguiente, la presencia de una “integración a distintas velocidades”. Este acuerdo 

posibilita que los nacionales de estos países - Barbados, Belice, Dominica y San 

Vicente y las Granadinas se puedan establecer en otro país del bloque para 

comenzar una nueva vida sin necesidad de visas o permisos de trabajo. Con más 

precisión, el acuerdo permite a los nacionales de un Estado parte de dicho acuerdo 

establecerse de forma indefinida en otro Estado parte con independencia de cuál sea 

el objetivo del ejercicio del derecho a la libre circulación y residencia. 

Frente a ello, el resto de los integrantes del CARICOM siguen con el modelo 

que permite a los nacionales de un determinado país que no viajan con un propósito 

económico-laboral, por ejemplo, con la intención de hacer turismo, permanecer 

como máximo seis meses en otro país de la integración. 

A modo conclusivo debemos mencionar que, siendo una región con países 

con graves problemas atinentes al crimen organizado, el lavado de dinero, el tráfico 

de estupefacientes y la prostitución infantil, las autoridades nacionales también 

establecen fuertes medidas de seguridad y sistemas de verificación adecuados para 

mantener fuera a los criminales. 

Si bien se trata de una libre circulación vinculada fundamentalmente al 

desempeño de una actividad económica laboral, recientemente países del bloque 

utilizando la vía del avance a distintas velocidades en el proceso de integración, han 

decidido apostar profundizar los lazos, ir más allá por un reconocimiento del 

derecho de una forma no tan funcional al mercado, sino más vinculado a la persona.  

 

IV. Libre Circulación de Personas en SICA 
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La libre circulación de personas en Centroamérica suele ser una movilidad 

forzada que se asocia fundamentalmente a los ajustes en los procesos económicos, 

la violencia provocada por el crimen organizado y a los desastres naturales que han 

impactado en la región desde que se firmaron, en 1987, los Acuerdos de 

Esquipulas10. 

Los antecedentes jurídicos del Sistema de Integración Centroamericana se 

encuentran en la Carta de la Organización de Estados Centroamericanos (ODECA) 

del año 1951 (ORGANIZACIÓN DE ESTADOS CENTROAMERICANOS, 1962), que fue reformada 

en el año 1991 con la firma del Protocolo de Tegucigalpa (ORGANIZACIÓN DE ESTADOS 

CENTROAMERICANOS, 1991) dando lugar formalmente al SICA. El Protocolo fue 

posteriormente enmendado el año 2002 (ORGANIZACIÓN DE ESTADOS 

CENTROAMERICANOS, 2002). 

También son normas del SICA, aprobadas en la última década del siglo XX, el 

conocido como Protocolo de Guatemala o Protocolo al Tratado General de 

Integración Económica, de 1993, por el cual se crea el Subsistema Económico con el 

que se pretende alcanzar de forma voluntaria, gradual, complementaria y 

progresiva la Unión Económica Centroamericana; el Tratado de San Salvador de 

Integración Social Centroamericana de 1995, que contempla el Subsistema Social; y 

el Tratado Marco de Seguridad Democrática Centroamericana de 1995.  

El Sistema de Integración Centroamericana pretende alcanzar la unión 

económica y prevé la libre movilidad de personas en general, cuya implementación 

dependerá en gran parte de las autoridades competentes de cada Estado miembro 

en materia de migración y seguridad.  

La primera vez que se mencionó la libre circulación de personas en el espacio 

que hoy configura el SICA fue en el TRATADO GENERAL DE INTEGRACIÓN ECONÓMICA 

CENTROAMERICANA o Tratado de Managua de 1960 Y aunque esto quiere decir que 

cronológicamente precede a la configuración actual de este proceso de integración, 

la Corte Centroamericana de Justicia, tras la interpretación del artículo 35 del 

Protocolo de Tegucigalpa, le ha reconocido vigencia como instrumento 

 
10 Conjunto de acuerdos de paz firmados por los presidentes de Costa Rica, El Salvador, Guatemala, 
Honduras y Nicaragua, con el objetivo de poner fin a los conflictos armados en Centroamérica. 
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complementario del actual proceso de integración. La Corte Centroamericana ha 

entendido que el Tratado General de Integración Económica Centroamericana es 

jerárquicamente inferior al Protocolo de Tegucigalpa desde el punto de vista 

normativo, pero confirma que las disposiciones del tratado del año 1960 no son 

contrarias al contenido de dicho protocolo y que, por tanto, es posible considerar 

que vinculan a los países que ratificaron dicho instrumento. 

A partir de los años noventa del siglo XX se comienza a definir con mayor 

precisión la libertad de circulación de personas. Sus principales impulsores son los 

países conocidos como el Triángulo Norte de Centroamérica (RAMI REZ SUAREZ: 2022), 

llamados así debido a su integración económica y puntos fronterizos trifinios donde 

los flujos de personas responden a razones históricas y actuales que han ido 

cobrando relevancia en los últimos años. La aparición de nuevas manifestaciones en 

la migración centroamericana subraya la importancia de tratar, en los estudios, 

temas de vulnerabilidad y riesgos, sobre todo, de los migrantes irregulares en 

tránsito por México con destino a los Estados Unidos de Norteamérica procedentes 

de Guatemala, Honduras y El Salvador.  

En el año 1993, con la incorporación de Nicaragua al denominado Acuerdo 

de Managua, se precisó la intención de facilitar y agilizar los servicios aduaneros y 

migratorios, así como de propiciar una mejora de los puestos fronterizos y de 

otorgar libre movilidad de personas entre sus respectivos territorios extendiendo 

de inmediato, a los cuatro países, la liberación de la visa, logrando así la libertad de 

movilidad de personas para los nacionales de El Salvador, Guatemala, Honduras y 

Nicaragua. 

En el mismo año, en el Protocolo de Guatemala que, recordemos, perseguía 

alcanzar, de una forma progresiva y gradual, la Unión Económica Centroamericana, 

los Estados parte se comprometieron a procurar la libre movilidad de la mano de 

obra y del capital en la región, mediante la aprobación de las políticas necesarias 

para lograr ese propósito. Así se establece en su artículo 18 cuando fija el objetivo 

de “procurar la libre movilidad de la mano de obra y del capital en la región, 

mediante la aprobación de las políticas necesarias para lograr ese propósito”. 

En el año 1995, el Tratado Marco de Seguridad Democrática 

Centroamericana propuso un “Modelo de Seguridad Democrática” para los Estados 
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parte basado en tres pilares: Estado de derecho, seguridad de las personas y sus 

bienes y seguridad regional. Establece una serie de lineamientos para combatir la 

movilidad forzada y sus drásticas consecuencias y, en su artículo 20, obliga a los 

Estados a adoptar medidas para combatir el tráfico de personas en la región y a 

encontrar soluciones integrales trabajando conjuntamente. Además, en su artículo 

23 insta a buscar mecanismos para facilitar el regreso de personas refugiadas o 

desplazadas. 

El Tratado de San Salvador de Integración Social Centroamericana, también 

de 1995, trata la libre circulación de personas como un elemento económico por lo 

que se interesa por la movilidad laboral entre los Estados parte, considerando los 

aspectos de la libre circulación de trabajadores como fuente de producción. 

Ya en el siglo XXI se han aprobado otras normas en el marco del SICA. Así, 

dentro del Sistema de Integración Centroamericano se firmó, en junio de 2005, por 

las autoridades migratorias del Convenio Centroamericano de libre movilidad. Los 

otros cuatro Estados miembros del SICA, Belice, Costa Rica, Panamá y República 

Dominicana, no participan del mismo.  

Este Convenio permite la movilidad de los nacionales de los Estados parte 

desplazarse a otros Estados parte de los cuales no eran nacionales sin visa y sin 

restricciones adicionales más que sus documentos de identidad nacional. Los 

extranjeros que entren en uno de los países firmantes también pueden viajar a otros 

estados firmantes solo vía terrestre sin tener que obtener permisos adicionales ni 

someterse a controles en las fronteras. Sin embargo, a los menores de edad se les 

exige pasaporte para evitar el tráfico ilegal de niños y destacamos que no incorpora 

un derecho de residencia. 

Otro punto a destacar es si bien la libre circulación de personas en el SICA es 

considerada fundamentalmente como un importante factor de la producción 

necesario para la constitución de la unión económica en determinadas situaciones, 

el fenómeno de la movilidad se aborda desde consideraciones vinculadas a 

cuestiones de asistencia humanitaria, en particular en casos de desastres y 

emergencias. 

En esta línea se debe destacar la Política Centroamericana de Gestión Integral 

de Riesgo de Desastres de 2010 (FEDERACIÓN INTERNACIONAL DE SOCIEDADES DE LA CRUZ 

https://es.wikipedia.org/wiki/Menor_de_edad
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ROJA Y DE LA MEDIA LUNA ROJA [IFRC]: 2021) y el Protocolo Centroamericano de Envío, 

Tránsito y Recepción de Asistencia Humanitaria y Técnica Internacional en 

Situaciones de Desastres y Emergencias del año 2011(CEPREDENAC: 2014), como 

puntos a destacar en la materia, sin que esto implique que la libre circulación de las 

personas en el SICA sea considerada un “valor centroamericano” ni un derecho 

humano a resguardar dentro de espacio integrado.  

Todo lo cual se expresa en la Opinión Consultiva emitida por la Secretaría 

General de la Corte Centroamericana de Justicia en el año 2012, que reconoció 

parcialmente el derecho a la libre circulación de las personas.  

En dicha Opinión, el tribunal sostuvo que “la libre circulación de personas y 

el derecho de los nacionales a entrar y salir libremente del territorio de las otras 

partes contratantes debe ser garantizado de manera amplia y efectiva por dichos 

Estados, lo que equivale a afirmar que deben ser tratados como si fueran nacionales 

de cada país, en el marco de la legislación actual sobre derecho migratorio y otras 

disposiciones contenidas en el Convenio Centroamericano de libre movilidad. 

Lo anterior significa que los Estados parte deberán honrar sus compromisos 

internacionales y cumplir con sus obligaciones legales, removiendo todos los 

obstáculos burocráticos que actualmente impiden el libre tránsito de las personas 

en las fronteras. El efectivo cumplimiento de esta obligación estatal constituirá un 

paso muy importante en la dirección correcta en el largo camino que nos llevará a 

la integración de Centroamérica, como región de paz, libertad, desarrollo y 

democracia.  

La Opinión de la Corte, si bien relevante, merece alguna objeción a decir de 

algunos críticos ya que si bien reconoció el carácter vinculante de dichas 

disposiciones para los Estados miembros que habían ratificado el Tratado, no 

desarrolló de una manera más precisa el alcance de las garantías para asegurar su 

cumplimiento como ha venido marcando la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos. En otras palabras, esta Opinión Consultiva dejó abierta la discusión 

respecto de los mecanismos de tutela efectiva y los medios procesales disponibles 

para la exigibilidad del derecho a la libre circulación frente a los Estados parte, lo 

que revela una laguna interpretativa en torno a la operatividad directa de los 

compromisos asumidos en el marco del proceso de integración centroamericana.  
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A modo de conclusión podemos decir que, en el SICA, si bien se ha trabajado 

para que todos los Estados parte acepten y ratifiquen los instrumentos jurídicos que 

garantizan la libertad de movilidad, lo cierto es que, a la fecha, no se ha concretado 

de facto debido a cuestiones políticas relacionadas con las supuestas asimetrías 

regionales en materia de desarrollo humano y económico.  

Dejando así sin protección a un número importante de personas que 

habitualmente circulan entre sus territorios y por sus porosas fronteras afrontando 

múltiples peligros sin garantía ni protección alguna. 

 

V. Libertad de circulación de personas en la Alianza del Pacífico 

 La Alianza del Pacífico, conforme a lo establecido en el ACUERDO MARCO DE LA 

ALIANZA DEL PACÍFICO, instrumento fundacional suscrito en 2012 que define su 

estructura jurídica y objetivos estratégicos, se configura, según su artículo 1, como 

un “área de integración regional” fundada en el respeto del Estado de Derecho, de la 

democracia y en la promoción y garantía de los derechos humanos, principios 

recogidos en su artículo 2.  Su artículo 3 consagra, como uno de sus fines 

primordiales, la creación de un “área de integración profunda”, orientada a la 

liberalización progresiva de la circulación de bienes, servicios, capitales y personas, 

con la finalidad de promover un mayor crecimiento económico, desarrollo y 

competitividad entre los Estados parte. En este marco, las Partes se comprometen a 

fortalecer la cooperación entre autoridades migratorias y consulares, así como a 

facilitar el tránsito de personas en sus respectivos territorios. 

Ahora bien, ya en la Declaración de Lima de abril de 2011, estableció como 

propósito general de la Alianza del Pacífico avanzar progresivamente hacia "la libre 

movilidad de bienes, servicios, capital y personas", en el mismo documento se 

dispuso que se priorizaría "el movimiento de empresarios y la facilitación del 

tránsito migratorio, incluyendo la inmigración y la cooperación policial consular". 

Esto, con el objetivo de facilitar el tránsito migratorio y la libre circulación de 

personas desde una perspectiva integral que no solo contemple el movimiento de 

empresarios, sino que también incluya actividades no remuneradas entre los países 

que conforman la Alianza del Pacífico. 
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Los primeros avances que facilitaron la movilidad surgieron de decisiones 

unilaterales de los Estados. En 2012, México suprimió la exigencia de visa para los 

nacionales de Colombia y Perú que se desplazaban con fines no remunerados (los 

nacionales chilenos ya estaban exentos). No obstante, en marzo de 2024, México 

reintrodujo la visa para los nacionales peruanos desandando parte del camino 

recorrido.  

En 2013, Perú eliminó el requisito de visa para nacionales de Chile, Colombia 

y México por un período de hasta 183 días, siempre que no realizaran actividades 

remuneradas. Estas medidas, si bien facilitaron temporalmente la movilidad, no 

derivaron de acuerdos regionales y se restringieron a actividades turísticas o de 

negocios no remuneradas, por lo que no constituyen avances en materia de 

integración sociolaboral. 

El Protocolo Adicional al Acuerdo Marco, vigente desde 2016, consiste en un 

acuerdo de naturaleza comercial y no incorpora disposiciones relativas a la libre 

circulación de personas, ni siquiera en lo concerniente al comercio transfronterizo 

de servicios (PROTOCOLO ADICIONAL AL ACUERDO MARCO DE LA ALIANZA DEL PACI FICO, 

2016). El artículo 9.5 establece expresamente que dicho comercio no genera 

obligación alguna para que un Estado parte permita a nacionales de otro Estado 

acceder a su mercado laboral o ejercer empleo permanente. A su vez, el artículo 9.6 

enfatiza que ninguna disposición del capítulo puede interpretarse como la 

imposición de obligaciones en materia migratoria. Este marco regulatorio, en 

consecuencia, limita significativamente la posibilidad de diseñar políticas comunes 

que favorezcan la integración sociolaboral de personas que pretendan establecerse 

y trabajar en cualquiera de los Estados miembro. 

La Declaración de Lima, XIV Cumbre, del año 2019, reafirmó las orientaciones 

políticas de la Alianza y delineó su estrategia futura, destacando los avances en 

integración regional, la consolidación del libre comercio y el compromiso con la 

democracia y el Estado de Derecho (ALIANZA DEL PACI FICO, 2019). En este documento 

se acordó priorizar el “movimiento de personas de negocios y la facilitación del 

tránsito migratorio”, ampliando el alcance hacia una aproximación integral que 

abarcara no solo actividades empresariales sino también otras actividades no 

remuneradas. 
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Como detalle podemos decir que tres de los Estados de la Alianza, es decir, 

Perú, Colombia y Chile participan simultáneamente en otros procesos de 

integración regional que sí prevén algunas normas sobre residencia y contienen 

disposiciones de derechos y obligaciones derivados de la movilidad humana, tales 

como la Comunidad Andina y el Acuerdo de Residencia del MERCOSUR, del cual 

Bolivia y Chile también forman parte.  

Lo antes mencionado implica que, diversas cuestiones relativas a la fijación 

de la residencia y al acceso a derechos por parte de nacionales de estos países se 

encuentran ya reguladas en marcos jurídicos de otros procesos de integración. Este 

punto quizás sea el condicionante para que la Alianza no desarrolle el tema con lo 

debilidad que esto implica. 

Como se ha mencionado, la Alianza del Pacífico carece de un marco 

normativo regional que aborde directamente la integración sociolaboral y 

educativa, lo cual contrasta con los procesos mencionados de la CAN y del 

MERCOSUR. En consecuencia, la regulación de la integración de personas migrantes 

dentro del bloque depende de la normativa interna de cada Estado. 

En cuanto a su estructura orgánica, la Alianza ha desarrollado un trabajo 

continuado que concierna a la libertad de circulación a través de la creación de 

varios grupos técnicos en su seno y de declaraciones.  

Así, la Alianza del Pacífico cuenta con tres grupos técnicos vinculados a la 

libre circulación: el Grupo Técnico de Educación, creado en 2014, el Grupo Técnico 

Laboral, creado en el año 2016, y el Grupo Técnico de Movimiento de Personas y 

Facilitación del Tránsito Migratorio. Este último desempeña funciones relevantes, 

como avanzar en el diseño de la Visa Alianza del Pacífico, facilitar la movilidad 

intrarregional y promover la reducción o la eliminación de costos migratorios. 

Al respecto lo primero a destacar es que los Grupos Técnicos están 

compuestos por funcionarios gubernamentales de los países miembros y su función 

es negociar disciplinas relacionadas con el objetivo de alcanzar una integración 

profunda en áreas de cooperación que van más allá de lo puramente comercial. 

Estos Grupos son quienes deben implementar los mandatos presidenciales y 

reportan sus avances al Grupo de Alto Nivel el cual está conformado por los 

Viceministros de Comercio Exterior y de Relaciones Exteriores y se encarga de 
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supervisar y evaluar los avances de los grupos técnicos, para idear nuevas formas 

de proyección y acercamiento con otros organismos o grupos regionales, en especial 

de la región Asia Pacífico. 

Por otra parte, en materia de movilidad sociolaboral su agenda se ha 

desarrollado a instancias de mandatos presidenciales. La Declaración de Puerto 

Varas del año 2016 (ALIANZA DEL PACIFICO, 2016) instruyó la elaboración de un plan 

de trabajo conjunto en materia de migración y seguridad social, así como la 

realización de un estudio comparativo sobre movilidad laboral y el diseño de 

mecanismos para mejorarla. Las Declaraciones de Cali del 2017 y de Puerto Vallarta 

de 2018 dispusieron la conformación de un grupo de expertos para analizar 

alternativas que facilitaran la movilidad de jóvenes en formación técnica y 

tecnológica y ordenaron la elaboración de un plan de trabajo orientado a promover 

la movilidad laboral. 

La Declaración de Lima, ya mencionada, dispuso la elaboración de un informe 

comparativo sobre los sistemas de evaluación y certificación de competencias 

laborales, con miras a una futura homologación. Posteriormente, la Cumbre de 

Santiago, del año 2020, avanzó hacia la definición del sistema operativo para la 

homologación, tarea que culminó en la Declaración de Bahía Málaga-Buenaventura 

en el 2022 (ALIANZA DEL PACIFICO, 2022),, que instruyó la realización de un plan piloto 

de implementación. Ese mismo año, la DECISIO N N° 12 DEL CONSEJO DE MINISTROS 

(2022), encomendó al Grupo Técnico Laboral impulsar acciones para fomentar la 

movilidad de trabajadores, en particular a través de sistemas de homologación de 

competencias laborales y del seguimiento del Programa de Vacaciones y Trabajo. 

En síntesis, la movilidad académica y laboral dentro de la Alianza del Pacífico 

se encuentran estrechamente vinculadas entre sí y a los objetivos económicos del 

bloque y necesidades de los mercados de trabajo nacionales. La ausencia de 

normativa regional vinculante en estas materias no constituye una omisión, sino una 

manifestación de la arquitectura institucional deliberadamente concebida por los 

Estados fundadores, que prioriza la liberalización comercial sobre la integración 

plena de personas. A ello se añaden preocupaciones en materia de seguridad, entre 

ellas el narcotráfico, el lavado de activos y el crimen transfronterizo, que se 

presentan con distinta intensidad en los Estados parte y que influyen en la 
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ralentización de cualquier proyecto de liberalización integral de la circulación de 

personas. 

 

VI. Conclusiones  

 Los procesos de integracio n en Ame rica Latina muestran una tendencia 

recurrente a la ineficacia y ello no constituye un feno meno aislado ni meramente 

coyuntural. La tesis central que se desprende del ana lisis regional es que la 

integracio n latinoamericana fracasa porque no ha logrado resolver tres problemas 

estructurales: la falta de liderazgo polí tico sostenido, la adopcio n de marcos jurí dico-

institucionales incompatibles con los objetivos declarados y la resistencia de los 

Estados a trasferir a reas mí nimas de soberaní a. Estos tres factores, combinados, han 

impedido consolidar polí ticas comunes necesarias para avanzar hacia una unio n 

aduanera o para alcanzar un grado aceptable de convergencia macroecono mica.  

 El hiper-presidencialismo predominante en la regio n constituye un problema 

particularmente relevante. En contextos de fuerte personalismo polí tico, las 

iniciativas de integracio n quedan supeditadas a los ciclos electorales, a proyectos 

gubernamentales de corta duracio n y a la ausencia de polí ticas de Estado. En 

consecuencia, los procesos se mantienen dentro de esquemas 

intergubernamentales que requieren consensos fra giles y procedimientos 

legislativos prolongados. Esto explica por que  Ame rica Latina no ha podido generar 

un verdadero Derecho comunitario: los Estados no esta n dispuestos a disen ar 

instituciones supranacionales capaces de producir normas vinculantes. De ahí  que 

cada avance dependa ma s de voluntades presidenciales circunstanciales que de 

compromisos institucionales estables. 

 Otro argumento central es la omisio n deliberada de polí ticas de 

compensacio n. La integracio n econo mica exige instrumentos para atender las 

asimetrí as de desarrollo entre los Estados miembros, y sin ellos, los beneficios de la 

apertura de mercados solo se concentran en los paí ses mejor posicionados. En 

Ame rica Latina, estas polí ticas han sido pra cticamente inexistentes. Esto no 

solamente debilita la legitimidad interna de los proyectos de integracio n, sino que 

tambie n alimenta la inestabilidad, ya que los Estados menos favorecidos ven escasos 

incentivos para mantenerse en esquemas que amplí an, en lugar de reducir, sus 



ANDREA MENSA GONZÁLEZ 

 

 

 

[90] 
INTEGRACIÓN REGIONAL & DERECHOS HUMANOS, AÑO XIII, NÚMERO 2, 2025, PP. 66-97 

 

desventajas relativas. Por ello, la frecuente tendencia a abandonar un proceso de 

integracio n para incorporarse a otro sin una evaluacio n rigurosa no es un accidente: 

es el reflejo de la ausencia de compromisos reales con metas comunes. 

 Estas deficiencias estructurales explican por que  el llamado “nuevo 

regionalismo” latinoamericano esta  lejos de convertirse en una herramienta 

estrate gica de desarrollo o de insercio n internacional. En un mundo caracterizado 

por transformaciones aceleradas y competencia global, persistir en un escenario de 

fragmentacio n implica un coste de oportunidad significativo. La regio n corre el 

riesgo no solo de perder espacios econo micos, sino de ceder ma rgenes de autonomí a 

frente a actores extrarregionales que sí  actu an con estrategias de integracio n 

coherentes. 

 El estado actual de los procesos latinoamericanos evidencia estas tensiones. 

La Comunidad Andina se encuentra en una suerte de impasse, atrapada entre el 

estancamiento y la posibilidad, incertidumbre mediante, de avanzar mediante la 

flexibilizacio n y la integracio n a distintas velocidades. Chile intenta mantener su rol 

como articulador de la Alianza del Pací fico, pero con creciente dificultad, mientras 

reorienta su polí tica exterior hacia lo gicas ma s pragma ticas vincula ndose con Brasil. 

En Centroame rica y el Caribe, tanto el SICA como la CARICOM, profundizan su 

insercio n en la o rbita norteamericana, tendencia en la que Me xico tambie n participa. 

Estos movimientos demuestran que la regio n no ha logrado articular un proyecto 

comu n, sino que oscila entre dependencias externas y estrategias nacionales 

divergentes. 

 Ejemplos concretos ilustran la contradiccio n entre avances sectoriales y 

ausencia de una visio n integradora. La Comunidad Andina ha desarrollado 

instrumentos como la Tarjeta Andina de Migracio n y el Estatuto Migratorio Andino 

que, si bien representan progresos normativos con enfoque de derechos, no abordan 

de forma integral los problemas de migracio n irregular, de movilidad extrarregional 

ni los desafí os asociados a la emigracio n. En Centroame rica, el Pasaporte 

Centroamericano ha mejorado la movilidad intrarregional, pero la libre circulacio n 

sigue siendo selectiva, condicionada y no exenta de restricciones para nacionales de 

terceros Estados. Esto demuestra que la integracio n avanza allí  donde las medidas 
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no comprometen intereses soberanos sustantivos, pero retrocede cuando la 

armonizacio n requiere ceder control estatal. 

 Por ello, sostener que la regio n necesita discutir la gobernanza migratoria 

regional no es suficiente: es indispensable afirmar que esta discusio n debe enfrentar 

los dilemas fundamentales que los Estados han evitado sistema ticamente. Las 

soluciones tecnocra ticas no sera n eficaces mientras no exista voluntad para 

construir instituciones supranacionales con capacidad normativa real y para 

implementar mecanismos de compensacio n que aborden las desigualdades que 

fracturan la integracio n. 

 En sí ntesis, la integracio n latinoamericana se encuentra atrapada entre la 

reto rica y la inaccio n porque los Estados no han resuelto las tensiones entre 

soberaní a nacional, intereses divergentes y necesidades colectivas. La regio n no 

podra  avanzar mientras no adopte decisiones que superen la lo gica de respuestas 

fragmentadas y se construya una arquitectura institucional coherente, estable y 

orientada hacia el largo plazo. 
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